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R-DCA-195-2009
CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA.  División de Contratación Administrativa.  San José, a las doce  horas del veintiocho de abril de dos mil nueve. ----------------
Recursos de objeción presentados por: i) Compañías de Maquinas de Costa Rica, Ramiz Supplies y Sumar  y ii)  Suplidora de Maquinas y Reparaciones S.A., respectivamente, en contra del cartel de la Licitación Pública Nacional No. 2009LN-000011-01, (publicación hecha en La Gaceta No. 64  del 1 de abril de 2009), promovida por el Banco Nacional de Costa Rica cuyo objeto es la “compra de contadoras de billetes y monedas con entrega por demanda para un periodo de cuatro  (04) años”. ----------------------------------------------------------------------------------------------------------------
I.- POR CUANTO: Las recurrentes mediante escritos independientes, presentados en tiempo objetaron el cartel del concurso descrito. -----------------------------------------------------------------------
II.- POR CUANTO: Mediante auto de las trece horas del dieciséis de abril de dos mil nueve, se concedió audiencia especial a la Administración, la cual fue atendida en tiempo. -----------------------
IV.- SOBRE EL FONDO.  A) Recursos de objeción presentado por Compañías de Maquinas de Costa Rica, Ramiz Supplies y Sumar. 1) Modalidad de contratación: entrega por demanda. El artículo 154 inciso b) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa señala: “La contratación del suministro de bienes muebles podrá realizarse bajo alguna de las siguientes modalidades: (...) b) Entrega según demanda: cuando las condiciones del mercado, así como el alto y frecuente consumo del objeto lo recomienden, en suministros tales como alimentos, productos para oficina y similares, se podrá pactar no una cantidad específica, sino el compromiso de suplir los suministros periódicamente, según las necesidades de consumo puntuales que se vayan dando durante la fase de ejecución. En este supuesto la Administración incluirá en el cartel, a modo de información general, los consumos, al menos del año anterior. / Las cotizaciones se harán sobre la base de precios unitarios formulados con fundamento en una proyección de los consumos mensuales y totales aproximados. El cartel deberá definir con toda claridad, entre otros: el plazo de la contratación, el cual no podrá ser superior a cuatro años, incluyendo plazo inicial y eventuales prórrogas, las condiciones de revisión periódicas de precios, sea en aumento o disminución según comportamiento del mercado, las reglas sobre la eventual exclusividad, la metodología de ejecución del contrato, incluyendo los plazos mínimos de aviso al contratista para la siguiente entrega y los máximos en los que éste debe entregar, sistemas del control de calidad, causas de resolución contractual, reglas para excluir un producto y demás asuntos pertinentes./ En este tipo de contrataciones será posible la inclusión de nuevos suministros no contratados originalmente, en tanto obedezca a una necesidad surgida con posterioridad al inicio del concurso que originó el contrato, que se trate de bienes de similar naturaleza, que el aumento no implique más de un 50% de la cantidad de bienes originalmente contratados, estimación inicial y que además, se acredite la razonabilidad del precio cobrado”. Respecto a esta norma, el objetante  manifiesta tener duda  sobre si la misma se refiere a suministros consumibles y agotables, las cuales a su criterio son cantidades no específicas y que dependen del consumo que estos equipos vayan agotando con el uso. Para el objetante, el objeto de este procedimiento es dotar de equipos a las nuevas oficinas, por lo que éste no está contemplado en una entrega según demanda, ya que esta modalidad se lleva a cabo cuando las condiciones del mercado, así como el alto y frecuente consumo del objeto lo recomienden. Adicionalmente señala las siguientes omisiones cartelarias: i) Consumos adquiridos al menos en el año anterior; ii) Proyecciones mensuales, totales, aproximados; iii) Eventuales prórrogas; iv) Revisiones periódicas de los precios; v) Reglas para excluir un producto; vi) Plazo mínimo de aviso al contratista para entregas mínimas es ambiguo, ya que dice que podrían ser de 1 a 50. Tratando los cuestionamientos en el mismo orden, se tiene que   la Administración responde diciendo: En cuanto al objeto de licitación  y el empleo de la figura resguardada en el artículo 154 inciso b) precitado, ya existen pronunciamientos emitidos en relación con este tema por parte de la Contraloría General, señalándose específicamente la Resolución R-DCA-159-2009 de las 11 horas del 01 de abril de 2009, que la modalidad de entrega según demanda pensada solo para suministros, sería descontextualizar la norma y propiciar una aplicación restrictiva de la figura, riñendo además con el artículo 4 de la Ley de Contratación Administrativa. En consecuencia, el artículo 154 b) referido, abarca todo tipo de bienes muebles, incluidos productos de oficina de cualquier tipo e incluso suministros y productos similares a cualquiera de aquellas categorías.  Opina el Banco que “las contadoras, sean estas de billetes o monedas, califican como bienes muebles y en consecuencia cumplen con las especificaciones de la norma citada”. En cuanto a las omisiones que apuntan los objetantes, de manera general el BNCR señala que la información sobre los consumos adquiridos en el año anterior, así como la proyección mensual o total o aproximada, se encuentra disponible para las partes interesadas con tan solo solicitarla, datos que solo pueden considerarse como referencia, sin carácter vinculante. Si bien estima improcedente la objeción, manifiesta que se adicionará al cartel el siguiente texto al apartado B: “ Consumo durante el año 2008: Los volúmenes que se indican a continuación son únicamente para efectos ilustrativos, por lo cual para la presente contratación pueden variar, aumentando o disminuyendo, durante el transcurso de la contratación, conforme a lo que los propios requerimientos lo demande, de modo tal que el Banco de ninguna forma asegura al adjudicatario ni un volumen mínimo o máximo, ni un ingreso mínimo, por lo que todo oferente cotizará conforme a su mejor gestión de negocios y bajo su entero riesgo, sin que el Banco admita reclamo alguno por la variación de volúmenes o ingresos.
	Bien mueble comprado
	Cantidad comprada durante el 2008

	Contadoras monedas
	80

	Contadoras billetes
	465


Criterio para resolver: Respecto al cuestionamiento que hace el objetante en cuanto a si el artículo 154 b) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se refiere solo a suministros consumibles y agotables, es importante señalar que la norma no hace tal distinción, como tampoco impone dichas características a los bienes que se adquieran bajo esta modalidad, sin embargo sí se puede destacar las condiciones que dicha norma asigna al uso de esta figura, saber: i) Se trata del suministro de bienes muebles, contrato que se entiende como “… aquel contrato administrativo por el cual la administración pública obtiene la provisión de cosas muebles, mediante el pago de una remuneración en dinero.” (ESCOLA, Héctor José, Tratado Integral de los Contratos Administrativos, Volumen II, Buenos Aires, Ediciones Depalma, 1979, p. 505) (Cita que se hace en la Resolución R-DCA-159-2009 de esta Contraloría General); ii) Se permite a la Administración contratar  bajo esta modalidad en el tanto las condiciones del mercado así lo permitan; en otras palabras, que las empresas proveedoras de los suministros que se pretenden adquirir, estén en la capacidad de responder a un mecanismo flexible como el que impera en este tipo de contratación; iii) Debe estarse ante la adquisición de un suministro cuyo consumo sea alto y frecuente, aspecto que quedará bajo la responsabilidad de cada administración, conforme a su realidad, entorno, competencias y necesidades, lo cual deberá quedar acreditado como motivo de la decisión tomada por la Administración contratante. Recuérdese que el artículo 8 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa indica que la decisión administrativa que da inicio al procedimiento de contratación, la cual es emitida por el Jerarca de la Unidad solicitante o por el titular subordinado competente, se adopta una vez que se haya acreditado, entre otros, “la justificación de la procedencia de la contratación, con indicación expresa de la necesidad a satisfacer”. En este sentido, la respectiva administración debe ser conciente acerca de su necesidad y de si esta figura es la idónea para satisfacerla, considerando entre otros aspectos los costos en los que incurrirán los potenciales proveedores, mismos que serán trasladados al precio unitario que se ofrezca. Así las cosas, bien podría ocurrir que una administración adquiere determinado suministro bajo esta modalidad y  otra no (supuesto regulado en el inciso a) del artículo 154 referido), lo cual dependerá de las particularidades de cada una, de forma tal que para una sea necesario adquirir determinada cantidad de un suministro, en virtud de una necesidad previamente cuantificada, mientras que otra administración reconoce la posibilidad de estar necesitando con cierta frecuencia ese mismo suministro, sin conocer cuanto y cuando lo exigirá, según las necesidades de consumo puntuales que se vayan dando durante la fase de ejecución contractual. Vistas las consideraciones anteriores, se declara sin lugar el recurso en este extremo, pues la figura contemplada en el 154 b) no se limita a suministros consumibles y agotables, siendo que es cada administración la llamada a acreditar y justificar la procedencia o no de esta figura en la búsqueda de satisfacer el interés público. En cuanto a las omisiones señaladas por el objetante, en el mismo orden empleado por los objetantes, se tiene que: i) Vista la respuesta del Banco, se tiene que se realiza una variación al cartel, de forma tal que la administración se allana, ajustándose a la disposición normativa en el sentido de indicar los consumos, al menos del año anterior, por lo que se declara con lugar el recurso en este extremo; ii) En cuanto a las proyecciones mensuales, totales, aproximadas, que a criterio del objetante deben ser señaladas, el Banco no se refiere. Sobre este punto el artículo 154 b) precitado indica: “Las cotizaciones se harán sobre la base de precios unitarios formulados con fundamento en una proyección de los consumos mensuales y totales aproximados”, a partir de lo cual resulta  necesario que el cartel señale estos datos. En el caso de marras, en el punto B del cartel llamado “Condiciones especiales para los dos ítems”, se indica en el aparte 10 lo siguiente: “Es necesario aclarar a todos los oferentes que el objetivo de este proceso de compra es dotar de contadoras de billetes y monedas a las oficinas del Banco según sus necesidades, pero bajo ninguna circunstancia el banco queda obligado a comprar una cantidad determinada de equipos. La cantidad de equipos de cada pedida puede variar desde uno (1) hasta cincuenta (50)”. Tomando en consideración lo dicho por el cartel, no se tiene una proyección de consumo mensual ni total, sin embargo se destaca que el Banco ha presentado  los consumos del año anterior como referencia, a la vez que ha indicado que cada pedido puede oscilar entre 1 a 50 contadoras. En este sentido, ha de pensarse que el Banco ha brindado esta información con el ánimo que los potenciales oferentes puedan realizar sus cotizaciones, siendo responsable el Banco acerca de los datos que brinda, a partir de los cuales se fijarán los precios que él mismo irá a pagar, de forma tal que si la información es carente a efectos de determinar un precio razonable, es el mismo Banco el responsable de ello, situación a considerar a la hora de establecer el uso de esta modalidad de contratación. De esta forma, visto que el BNCR  ha facilitado a los potenciales oferentes el consumo del año anterior como referencia y se ha determinado la cantidad de equipo que podrá pedirse en cada pedido (1 a 50), se declara sin lugar el recurso en este extremo, recordándose al Banco que la definición de este rango tan amplio (1 a 50) al poder influir en el precio unitario que se ofrezca, es un aspecto de que queda bajo su responsabilidad; iii) En relación con las eventuales prórrogas, el Banco no se pronuncia al respecto, sin embargo es claro el cartel al señalar que el plazo de la contratación será de cuatro años. Sobre el particular, el artículo 154 b) ya mencionado indica que el plazo de la contratación no podrá ser superior a cuatro años, incluyendo plazo inicial y eventuales prórrogas, a partir de lo cual se generan dos opciones: que los cuatro años sea la totalidad, sin posibilidad de prórroga o que ese mismo periodo de tiempo, contemple un plazo de contratación menor y posibles prórrogas, para un total en conjunto que no podrá sobrepasar los cuatro años. Así las cosas, se observa que el BNCR ha escogido el primer escenario, a saber: un plazo único de cuatro años sin posibilidad de prórrogas, situación que no genera una omisión o incumplimiento por parte de la Administración licitante, de forma tal que se declara sin lugar el recurso en este extremo; iv) En cuanto al señalamiento de las condiciones de revisión periódicas de precios, sea en aumento o disminución según comportamiento del mercado, el Banco no se refiere como tampoco se verifica que el  cartel haya contemplado este requerimiento, el cual se contempla en la norma 154 b) ya referida. Sobre este punto, nótese que esta revisión no es lo mismo que la aplicación que se haría de la respectiva fórmula de reajuste, la cual sí se ubica en el punto 12 del pliego.  Por las razones expuestas, se declara con lugar el recurso en este extremo, debiendo por ende el cartel incluir la forma en que se realizará la revisión periódica del precio. v)  Tratándose de las reglas sobre la eventual exclusividad, no existe pronunciamiento del BNCR, pero debe entenderse, como lo señala la norma citada, que el tema de exclusividad debe ser entendido como una eventualidad, no como un tema de regulación obligatoria, por lo que un cartel puede no regularlo y ello no conlleva quebranto de la normativa, puesto que sobre el particular, es la Administración licitante la que decide si lo regula o no. Por lo anterior, se declara sin lugar el recurso sobre este aspecto; vi) En relación con el plazo mínimo de aviso al contratista para entregas mínimas, indica el objetante que es ambiguo, “ya que dice que podrían ser de 1 a 50”. Sobre este punto el BNCR no se manifiesta, sin embargo se observa que en el punto 5 del cartel se establece: “La entrega de los equipos deberá realizarse en un plazo no mayor a treinta (30) días hábiles posteriores a la fecha de comunicación por parte del Banco Nacional al adjudicatario para que pase a retirar la orden de compra de la solicitud correspondiente (...)”. Visto lo anterior, se tiene que no existe ambigüedad en el plazo para realizar  la entrega del suministro, pedido que podrá hacerse por 1 a 50 contadoras como se hizo ver líneas atrás. Con fundamento en lo anterior, se declarar sin lugar el recurso en este extremo. Conclusión: El primer punto de objeción presente por las empresas Compañías de Maquinas de Costa Rica, Ramiz Supplies y Sumar, se declara parcialmente con lugar. 2) Período de la contratación: 4 años por demanda. Exponen los objetantes que el BNCR se está atando a comprar por un periodo de tiempo muy largo, equipo muy básico, ya que las características de los equipos que está solicitando son muy elementales, siendo que la tecnología de los suministros a adquirir, presenta constantes variaciones y mejoras, y el banco se va a tener que abstener de tener esta tecnología en sus agencias. Expone que aún cuando requiera el cartel la presentación de una documentación del fabricante que el equipo a entrar en cada pedido sea la última versión liberada en el mercado, aún cuando se cumpla con ello, se va a ofertar por precio y condiciones el más básico, siendo que tales modelos no sufren grandes variaciones en el transcurso del tiempo, limitándose el Banco con esta disposición a tener acceso a una mejor tecnología. Es irreal que el Banco pretenda aceptar mejoras en el equipo ofertado ya que por lo general estos modelos son más costosos que los básicos. Expone que tratarán de ofrecer su mejor precio, siendo que de seguir el Banco con esta licitación, se estaría promoviendo prácticas monopolísticas al establecerse un plazo de cuatro años. Sobre este punto, la Administración estima que resulta infundado el argumento, ya que el artículo 154 del Reglamento citado expresamente confiere a la Administración la potestad de asignar un plazo de cuatro años para contrataciones concertadas bajo esta modalidad. Además expone que el artículo 197 del mismo reglamento prevé la obligación del contratista de entregar bienes actualizados. Señala que de igual forma, el cartel prevé tales situaciones en el apartado C. PROCEDIMIENTO PARA LA SOLICITUD DE EQUIPOS, al solicitar: “Actualización del modelo del equipo a entregar. 4.1 Cada vez que haya un cambio en el modelo del equipo, el adjudicatario presentara una nota indicando el modelo y sus especificaciones técnicas de los equipos a entregar en las próximas solicitudes.4.2 El Banco se reserva el derecho de analizar y verificar el modelo y sus especificaciones técnicas, las cuales en todo caso deberán ser iguales o superiores a las solicitadas en el cartel, sin que esto implique erogaciones adicionales. 4.3 Los equipos a entregar deben corresponder al último modelo liberado por el fabricante a la fecha de solicitud de equipos. Para tal efecto, el oferente debe presentar certificación original del fabricante del equipo ofrecido que así lo acredite. La certificación del fabricante no debe tener más de un (1) mes de haber sido emitida, anterior a la fecha de solicitud de equipos”. Con base en lo anterior, el BNCR considera que la objeción carece de asidero. Criterio para resolver: A criterio de este Despacho, tres son las ideas que exponen los objetantes en este punto. La primera referida al plazo, la segunda, respecto a la actualización de los modelos a entregar en cada pedido y la tercera, la relación entre el plazo y una práctica monopolística que se pueda generar en el mercado. Respecto al primer y tercer tema, ha de indicarse que el artículo 154 b)  reconoce la posibilidad que las contrataciones promovidas bajo la modalidad entrega según demanda, pueden tener un plazo hasta de cuatros años, aspecto sobre el cual ya se hizo referencia en el punto anterior. A partir de ello, que una misma empresa sea contratada en dicho procedimiento por el plazo reconocido, no deviene en un aspecto ilegal que entrañe a su vez una práctica monopolística, siendo que la condición de esa empresa en la relación contractual es de contratista, en virtud de la adjudicación que haya recaído sobre la misma. Por lo anterior, en cuanto a los temas 1 y 3, se declara sin lugar el recurso en este extremo. Tratándose del tema 2, es importante destacar que si bien el artículo 197 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa  reconoce que el contratista está obligado a entregar a la Administración bienes y servicios en las mejores condiciones y actualizados, conforme a determinadas reglas, lo cierto es que se trata de la actualización del bien que se ofreció y adjudicó, no de nuevos o diferentes modelos, (nótese que debe tratarse de  objetos de igual naturaleza y funcionalidad, con condiciones similares de instalación y mantenimiento). En otras palabras, si tal y como lo apuntan los objetantes, la Administración decide comprar inicialmente el modelo más básico, la “actualización” a ofrecer, sería respecto al mismo, sin que el BNCR pueda obligar a la empresa a dar un modelo actualizado distinto al inicialmente escogido. Línea bajo la cual se entiende el punto 4.1 y siguientes del cartel, al indicarse “Cada vez que haya un cambio en el modelo del equipo”, es decir, respecto al equipo que se adjudicó y no otro distinto, consideración que debe tenerse durante la ejecución contractual. Por lo anterior, se declara sin lugar el recurso en este extremo. Conclusión: Se declara sin lugar el punto 2 de este recurso. 3) Garantía técnica (Punto 3 del apartado B – Condiciones especiales para los dos ítems). Exponen los objetantes que el plazo de 36 meses requerido para la garantía técnica (la cual comprende equipos y componentes), deviene imposible dado que las fábricas que manufacturan estos equipos dan como máximos a sus representadas, 12 meses de garantía contra desperfectos de fabricación, garantía que no incluye suministros. Indican que si se da una garantía como la requerida, incluyendo mano de obra, suministros, repuestos, consumibles y otros, no sería un negocio lucrativo sino ruinoso, pues sus representadas tendrían que asumir una garantía por 24 meses, corriendo con dichos gastos. Plantean los objetantes, modificar la redacción del cartel, a efectos de que la garantía únicamente cubra los desperfectos de fabricación, pero no los suministros o desperfectos normales por el uso y desgaste de los equipos. Sobre el particular, la Administración  señala que la solicitud o requerimiento de que la garantía de los bienes debe ser de 36 meses se fundamenta en los siguientes aspectos: 1. La experiencia acumulada a través de  una gran cantidad de procesos realizados, procesos en los cuales ha quedado de manifiesto que solo aquellos proveedores que cuentan con un respaldo efectivo del fabricante, los que cuentan con la infraestructura necesaria o bien los que ofrecen bienes de reconocida calidad; pueden ofrecer un respaldo acorde con las necesidades y expectativas del negocio bancario; 2. Las expectativas propias de una institución pública, que como tal debe emplear de la mejor manera posible los activos patrimoniales a él asignados; 3. Las expectativas de poder contar con los mejores equipos y respaldo del fabricante/proveedor; para cumplir a su vez con los niveles de excelencia, continuidad y servicio que se imponen hoy en día en el ambiente bancario; 4. Que se trata de un requisito que ha sido cumplido, por  todos los adjudicatarios que han participado en los diferentes procesos de compra de equipo que ha realizado el Banco; 5. Que se trata de un requisito que le asegura al Banco, contar con un respaldo efectivo del proveedor/fabricante durante el tiempo promedio de vida útil, bajo las condiciones ambientales, de uso y conservación existentes en el ámbito del Banco Nacional; 6. Es una característica comúnmente solicitada en los procesos licitatorios no solo del Banco Nacional, sino de las  instituciones públicas y privadas, a nivel nacional. Se indica que con base en lo anterior, el BNCR se garantiza la continuidad de sus sistemas, por lo que mantiene el requisito de adquirir bienes que  cuenten con los 36 meses de garantía solicitada. Criterio para resolver: En relación con el punto cuestionado por los objetantes, la Administración respalda los 36 meses de garantía que exige para las contadoras en términos muy generales, indicando entre otros que  “se trata de un requisito que ha sido cumplido, por  todos los adjudicatarios que han participado en los diferentes procesos de compra de equipo que ha realizado el Banco” o  que “es una característica comúnmente solicitada en los procesos licitatorios no solo del Banco Nacional, sino de las  instituciones públicas y privadas, a nivel nacional”. En este sentido, si bien su defensa se basa en afirmaciones generales, queda bajo la responsabilidad del Banco haber analizado el requisito establecido, tomando en consideración el tipo de suministro, la modalidad de contratación  (entrega según demanda), así como las condiciones de mercado, aspecto sobre el cual este órgano contralor se refirió en el punto primero de este recurso, en el sentido que el ordenamiento permite acogerse a la figura del artículo 154 b) del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, en el tanto las condiciones de mercado así lo permitan. Sin perjuicio de una defensa muy general por parte del BNCR, se observa un incumplimiento por parte de los objetantes a los términos del  artículo 170 del Reglamento precitado, en el cual se indica que el recurso de objeción, entre otros,  deberá presentarse con la prueba que se estime conveniente y debidamente fundamentado, a fin de demostrar que el bien o el servicio que ofrece el recurrente puede satisfacer las necesidades de la Administración. En el caso de marras, las empresas señalan que la garantía que obtienen por parte de las casas fabricantes contempla un periodo de 12 meses, por lo que cumplir con los 36 meses no resulta posible, siendo que si ellas asumen los restantes 24 meses, su precio ofrecido se volvería ruinoso. Al respecto, si bien los objetantes exponen una limitación, la misma no está acreditada por lo que no ha sido posible verificar si existe o no posibilidad para las empresas fabricantes de extender o no dicha garantía, o bien de que ellos asuman la ampliación respectiva, costo que evidentemente sería trasladado al precio final, aspecto que queda bajo la responsabilidad de las  partes (potencial oferente y administración licitante). Por lo anterior, se declara sin lugar el recurso en este extremo. 4) Mantenimiento (Punto 4 del apartado B – Condiciones especiales para los dos ítems). Sobre este punto los objetantes exponen tres cuestionamientos: 1. El cartel en el punto 4.1 señala “se entiende que durante el período de garantía  los costos de mantenimiento (mano de obra, repuestos, transporte y todo otro) por mantenimiento correctivo correrán por cuenta del adjudicatario”. En este sentido, solicitan se aclare que es “todo otro”, pues dicha ambigüedad  puede abarcar todo lo que el BNCR quiera, dejando al oferente en una posición de desventaja al no saber que significa. 2. El cartel demanda brindar el servicio correctivo, por lo que el oferente debe contar con un sistema de recepción de llamadas para atención de solicitudes y reportes, debiendo estar una persona que atienda y asigne un consecutivo de control; dicho sistema debe operar al menos con un horario de 8:00 a.m. a 6:00 p.m. de lunes a viernes, sin incluir feriados. Los objetantes solicitan que la recepción de llamadas abarque el horario del BNCR, pues de no ser así, tendrían que aumentar el costo de los equipos para cubrir el tiempo extra al personal que se debe quedar en el taller, esperando recibir alguna llamada, siendo que la mayoría de sus empresas tienen un horario de 8:00 a.m. a 5:00 p.m., de lunes a viernes. 3. Solicitan se aclare si hay mantenimiento preventivo, el cual es necesario para los equipos a ofrecer, por el uso normal y estado de los billetes y monedas del país, siendo que este mantenimiento es recomendado por las casas fabricantes, al menos una vez cada tres meses. Cuestionan si el Banco no incluyó dicho mantenimiento y va a esperar que los equipos se dañen para reportarlos al adjudicatario. Cuestiona además, si el adjudicatario podrá cobrar este tipo de mantenimiento, al no incluirlo el cartel. De seguido se conoce la respuesta de la Administración, en el mismo orden de los cuestionamientos  hechos por los objetantes: 1. Se eliminará la frase “y todo otro”. 2.  La atención al público de sus agencias, se da de lunes a sábado en horarios que van desde las 8:30 a.m. hasta las 7:00 p.m.; inclusive ya se cuenta con oficinas laborando domingos, razón por la cual el horario para la recepción de llamadas incluido en el cartel obedece a la necesidad del Banco. 3. No se refiere el Banco acerca del mantenimiento preventivo. Criterio para resolver: 1. Sobre este punto, al allanarse el Banco y eliminar la frase “y todo otro”, se declara con lugar el recurso en este extremo. 2. El argumento de los objetantes para pedir que se varíe el horario de atención de llamadas, se da en función de querer que el Banco se ajuste a los horarios de sus representadas, pues de tener que ampliar el horario de sus talleres (donde se recibirán las eventuales llamadas), este costo sería trasladado al equipo. Conocido el argumento, se tiene que el mismo no señala la limitación que le impone el cartel a efectos de participar, de forma tal que se declara sin lugar el recurso en este extremo por falta de fundamentación. 3. De conformidad con el punto 3 del cartel, las contadoras deberán contar con una  garantía técnica de 36 meses, periodo durante el cual se deberá dar mantenimiento a los equipos y componentes, siendo responsabilidad de la empresa que vende tanto la garantía como el mantenimiento. Finalizada dicha garantía, el cartel en su punto 5 establece la forma en que se regulará el mantenimiento post-garantía. De la lectura y finalidad de ambos puntos (4 y 5), resulta claro que una empresa que esté ofreciendo una garantía por 36 meses y esté a cargo del mantenimiento correctivo durante ese mismo periodo, será la más interesada en velar porque a dichos equipos se les esté ofreciendo un mantenimiento preventivo, el cual se entiende implícito en la prestación de la garantía. Lo anterior, sin obviar que tanto la garantía como los mantenimientos que se den durante dicho plazo de tiempo serán trasladados al costo final del suministro que se ofrece, aspecto que debió haber sido valorado previamente por la Administración licitante a la hora de promover dicha contratación (artículo 8 Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa) y de hacer uso de la modalidad de entrega según demanda (artículo 154 b) Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa). Por lo anterior, al no verificarse que la redacción del cartel genera una violación a los principios que rigen la materia de contratación administrativa o que se está ante una infracción al ordenamiento, siendo además que no se aporta pruebe que apoye el argumento de los objetantes, se declara sin lugar el recurso en este extremo por falta de fundamentación. Conclusión: El cuarto punto objetado  por las empresas Compañías de Maquinas de Costa Rica, Ramiz Supplies y Sumar, se declara parcialmente con lugar. 5) Obligación de mantener en bodega los equipos (Apartado B – Condiciones especiales para los dos ítemes). Sobre este punto los objetantes  señalan que al indicar el cartel que “la cantidad de equipos de cada pedido puede variar desde uno (1) hasta cincuenta (50)”, las obligaría a mantener en sus bodegas mínimo 50 máquinas, esperando a que el banco le solicite la cantidad deseada. Lo anterior considerando el plazo de entrega que establece el cartel, pues la gran mayoría de empresas fabricantes están ubicadas en el continente asiático y un embarque por ejemplo de China a Costa Rica no tarda menos de 45 días sin tomar en cuenta el periodo de tiempo que tarda las aduanas nacionales en desalmacenar los productos. Adicionalmente debe contemplarse la revisión de los mismos en las oficinas del oferente para cerciorarse que los equipos vienen en óptimas condiciones para ser entregados y en el caso de las contadoras de monedas, realizar el ajuste para las monedas nacionales. Así, “para poder cumplir con el lapso de entrega solicitado casi el adjudicatario se ve en la necesidad de tener en sus bodegas estos equipos a la espera de que el banco los solicite, esto es una carga financiera muy grande para cualquier empresa que al final resulta no rentable y más bien ruinoso todavía más si el adjudicatario decide por esta razón no mantener en stock el equipo y tienen que pagar multas por retraso de entrega. Solo tener estos equipos en inventario a la espera que el banco solicite el equipo representa el equivalente al 1% del costo de la mercadería es decir un 12% adicional por cada año que el producto este en bodega”. En razón de lo expuesto, los objetantes solicitan se defina con mayor claridad los equipos solicitados en cada entrega, tomando como base por el presupuesto semestral o mensual que se tenga para uso de ese fin, así como que el plazo de entrega sea de 45 días hábiles para cada entrega, de forma tal que se cuente con un plazo prudencia para pedir a las fábricas con tiempo y no incurrir en el pago de multas. Como respuesta la Administración indica que “el parámetro establecido responde a la experiencia que ha adquirido el Banco en este tipo de proceso, adicionalmente es importante subrayar que el plazo de entrega de 30 días hábiles (mes y medio calendario) es lo suficientemente amplio para cumplir con la entrega.  Por lo tanto, se estima improcedente lo objetado”. Adicionalmente, sobre este tema, en su respuesta a la audiencia especial (Oficio L-1783-2009, página 5) se indicó: “El plazo de entrega señalado en el cartel se estima lo suficientemente amplio y razonable como para cubrir el período que abarca desde el pedido, transporte marítimo, trámites de importación y entrega en el lugar señalado por el Banco, según lo ha podido verificar esta Administraciones en contrataciones anteriores.  Frente a esta consideración, las empresas recurrentes no aportan ninguna prueba en sentido contrario.  Así las cosas, se solicita igualmente declarar sin lugar el recurso por este motivo”. Criterio para resolver: Tal y como se ha reiterado a lo largo de esta resolución, al acudir una administración a la compra de suministros mediante la modalidad de entrega según demanda, se parte que ésta (quien compra) ha valorado si el mercado permite que el suministro, en razón de sus características, condiciones, naturaleza, le permite adquirirlo bajo esta modalidad. A manera de ilustración pensar en el caso de alimentos y algunos artículos de oficina, tales como papel, lápices, borradores, resultan ser ejemplos de suministros que se adquieren de una manera amigable mediante este tipo de compra. Ahora bien, cada caso deberá ser analizado de forma independiente y el supuesto que nos ocupa no es la excepción. Se está ante un procedimiento mediante el cual el Banco promueve la compra de contadoras de billetes y monedas mediante la entrega según demanda, advirtiendo que cada pedido que realice durante los 4 años de ejecución contractual puede variar entre 1 a 50 máquinas  y que la empresa tendrá 30 días hábiles para entregar los requerido a partir del momento en que el BNCR comunique al adjudicatario que pase a retirar la orden de compra de la solicitud correspondiente. El escenario descrito es el propuesto por la Administración y ha de pensarse que el BNCR ha valorado no sólo que cada condición demandada se reflejará en el precio final que se le ofrezca, sino que las mismas condiciones establecidas pueden influir en la cantidad de ofertas que reciba, habida cuenta que lo pedido puede motivar o no a los posibles oferentes a participar. Específicamente la objeción discutida en este punto se refiere a dos puntos: el primero acerca de  la cantidad de máquinas por pedido y el segundo, respecto al plazo de entrega de los suministros, argumento que es también citado en el punto 7 de su recurso. En ese orden, se emite nuestro criterio: Cantidad de máquinas: En cuanto a la cantidad de máquinas que se pidan en cada pedido, no se aporta prueba por parte de los objetantes para considerar que el número (1 a 50) sea irrazonable o no se ajuste a las necesidades del Banco, razón por la cual ante la defensa que hace el Banco en cuanto a que responde a su “experiencia”, se advierta al mismo que la definición hecha en cuanto a la cantidad a pedir, debe estar debidamente acreditada. En otras palabras, debe constar en el expediente la información a partir de la cual el Banco considera razonable y ajustado a su necesidad que los pedidos puedan oscilar entre 1 a 50, aspecto que deviene relevante no sólo a efectos de motivar sus actuaciones, exigir transparencia en la definición de los términos cartelarios como también considerando que el mismo Banco reconoce que se trata de un suministro que puede estar actualizándose a nivel tecnológico de manera constante. A partir de lo anterior, se declara sin lugar el recurso en este extremo. Plazo de entrega: Ya se ha indicado que el objetante es quien lleva la carga de la prueba a la hora de impugnar y lo cierto es que en este caso, los objetantes explican las razones por las cuales 30 días hábiles deviene a penas el tiempo que se toma para la respectiva importación de los equipos, quedando por fuera el tiempo que se requeriría para la recepción en aduanas, el chequeo de los bienes, así como su adaptación a la moneda nacional. Al responder la Administración que el plazo es “suficientemente amplio y razonable como para cubrir el período que abarca desde el pedido, transporte marítimo, trámites de importación y entrega en el lugar señalado por el Banco, según lo ha podido verificar esta Administraciones en contrataciones anteriores”, se tiene que su respuesta no se acompaña de documento alguno mediante el cual se acredite tal verificación, razón por la cual no se logra conocer la forma en que el mismo ha sido definido y/o calculado, de previo a integrársele como requisito cartelario. De esta forma, se declara con lugar el recurso en este extremo, en el tanto el Banco deberá establecer un plazo de entrega que considere los aspectos señalados por los objetantes y salvo que se justificara fehacientemente en el expediente que con ese plazo se podrían realizar todas esas actividades. Conclusión: El punto cinco del recurso de los objetantes se declara parcialmente con lugar. 6) Del precio (Punto 2, Apartado D – Criterios De evaluación para los dos ítemes). En relación con el punto 2.1.1, 2.2 y 2.3, los cuales se refieren a la forma en que se debe desglosar el precio unitario para cada bien, los objetantes indican que el cartel solo reconoce modificación a precio en caso de ofertarse en colones. Señalan que “en momentos de crisis” como los actuales, las economías están sufriendo variaciones por lo que en al cotizar  en otra moneda como dólares o euros dichas variaciones serán palpables, siendo que las casas fabricantes ofrecen sus productos en estas dos últimas monedas, las cuales están en constante aumento.  Así solicitan un ajuste de precios sin importar la moneda en la cual se cotice, manifiestan que “el oferente que cotiza en colones costarricenses podrá solicitar un aumento por concepto de la devaluación del mismo en relación al dólar o euro pero si las ofertas se hacen en euros o dólares de igual manera los precios de los equipos a nivel internacional aumentan cada día ya que aumentan los costos de producción, mano de obra, materias primas y otros con que estos equipos ofrecidos son construidos en sus casas fabricantes”. Concluye señalando que cada año, las casas fabricantes les remiten nuevas listas de precios de sus productos, con los aumentos correspondientes a los ajustes por aumento de precios de producción de los mismos. Al respecto, la Administración señala que en cuanto a la supuesta imposibilidad material para cotizar un precio unitario para los equipos que el Banco va a necesitar en el transcurso de los próximos cuatro años, se estima improcedente el argumento que esgrimen los recurrentes, ya que el eventual contratista contará con el derecho de que se mantenga el equilibrio económico del contrato (artículo 18 de la Ley de Contratación Administrativa y fórmula contemplada en el cartel), de manera tal que ese derecho se verá perfectamente resguardado. Sin perjuicio de lo anterior, apuntan que para dar más claridad sobre el punto, aceptan modificar la redacción del punto 12 del apartado E. CONDICIONES GENERALES PARA LOS DOS ÍTEMES, eliminando del segundo párrafo lo siguiente: Es entendido que el reajuste de precio aplica únicamente para las ofertas presentadas en colones, así como eliminar por completo el párrafo que indica: Asimismo queda entendido que no se reajustará la utilidad prevista ni los precios cotizados en divisa extranjera. Manifiestan que con lo anterior el adjudicatario no tendrá problema alguno con el tema de reajuste de precios; aspectos como la inestabilidad económica y los aumentos en las materias primas son cubiertos por el reajuste de precios, permitiéndole todo ello manejar el periodo de cuatro años. En cuanto a la reiteración de la necesidad de contar con estimados, debe señalarse que ello eventualmente se podrá detallar por parte de la Administración, pero únicamente como referencia y no con carácter vinculante. Criterio para resolver: En cuanto al reajuste de precios en las contrataciones administrativas, no desconoce este Despacho que el reconocimiento de variaciones de los costos es un derecho del contratista derivado del principio constitucional de la intangibilidad patrimonial, con fundamento en la resolución de la Sala Constitucional No. 6432 del 04 de setiembre de 1998.  A mayor abundamiento tratándose del tema del reajuste de precio en contrataciones de compra de suministro, pactadas en dólares, mediante oficio No. 14404-2007, este órgano contralor señaló: “En cuanto a la figura del reajuste y la revisión del precio, debe recordarse que ésta se constituye en la reacción jurídica que el sistema jurídico ofrece para hacer frente a las alteraciones efectivamente ocurridas en los costos directos e indirectos que integran el precio ofertado, siempre y cuando dichas alteraciones se originen en situaciones imprevistas para las partes o en aquellas que, aunque previsibles, resultan del comportamiento normal del mercado local y desequilibran la relación entre las partes. La revisión o reajuste del precio se activa toda vez que efectivamente varían los costos inmersos en el contrato, ya que son estas variaciones las que introducen dentro de la  relación contractual el desequilibrio económico que afecta las contraprestaciones entre las partes, alterando así la ecuación financiera del contrato. Por lo tanto, para la restitución del nivel financiero del contrato, será indispensable que se demuestre la ocurrencia de un desequilibrio económico financiero en la relación contractual. Es con ese propósito que las partes acuerdan cláusulas de reajuste o revisión de precios en los contratos administrativos, mediante las cuales establecen claramente la metodología de cálculo y los parámetros que regirán la aplicación de dichos mecanismos de ajuste, de forma tal que se cumplan los principios de transparencia, seguridad jurídica y equilibrio de intereses”. Así las cosas, en primer lugar es necesario precisar que la  fórmula matemática incorporada en el punto 12 del apartado E del cartel para la revisión del precio, está basada en índices locales por lo que es de aplicación para aquellas contrataciones administrativas que se pacten en colones. En cuanto a las contrataciones en dólares, pagaderas en moneda nacional, debe tomarse en consideración que anteriormente la jurisprudencia de este órgano contralor se basaba en la premisa de que en las contrataciones pactadas en dólares y pagaderas en moneda local, el tipo de cambio generaba aumentos escalonados del precio al recibir el contratista más colones por los mismos dólares ofertados y por ende, se afirmaba que en cada momento de pago se restablecía  implícitamente el equilibrio económico-financiero del contrato; razón por la cual no se justificaba la incorporación de un mecanismo adicional basado en fórmulas matemáticas e índices de precios. Sin embargo, a partir del momento en que el Banco Central de Costa Rica estableció el sistema de bandas, el tipo de cambio del colón con respecto al dólar de los Estados Unidos de América, no necesariamente tendrá una tendencia incremental, por lo que no siempre funcionará como un mecanismo implícito de ajuste del precio, razón por la cual cabrá reclamo administrativo en los casos en que se demuestre  que se han producido variaciones en los costos que integran el precio ofertado, originadas por alteraciones imprevisibles o no atribuibles al riesgo del contratista, aspecto que también debería ser indicado en el cartel, para que los potenciales adjudicatarios no sientan lesionado su derecho al mantenimiento del equilibrio económico del contrato. Aunado a lo anterior, en cuanto a los contratos que existen insumos o productos importados directamente por el contratista, la posición reiterada de esta Contraloría General, es la que se indica en el supra citado oficio 14404-2007 que a la letra señala que “… particularmente en el caso de las contrataciones pactadas en dólares y pagaderas en colones, en las que por sus características alguno de los elementos que componen el precio es importado directamente por el contratista, de manera que su precio está directamente relacionado y vinculado con variaciones de esos elementos en el país de origen, la incorporación de un mecanismo que posibilite reconocer tales variaciones está condicionada al cumplimiento por parte del contratista y a la valoración por parte de la Administración de los siguientes aspectos: *Que se acredite la condición de importador directo./ *Que el mecanismo de revisión del precio que se incorpore en la contratación únicamente reconozca variaciones en el precio vía el elemento de importación, es decir que solamente el elemento de importación podrá estar ligado a un índice de precios, en tanto que otros elementos que integran el precio deberán permanecer constantes./ * Que la fuente del índice aplicable al elemento de importación sea tomada del país de donde procede ese elemento. En relación con el índice de precios deberán cumplirse los procedimientos de certificación, consularización y traducción oficial, éste último cuando corresponda. (...)” (El subrayado no corresponde al original).  Por lo anterior, la variación que hace el Banco al cartel no puede entenderse como una aceptación al reajuste de precio sin importar la moneda cotizada, siendo que tratándose de moneda distinta a la nacional, el reajuste aplicará conforme a los términos ya expuestos. De este modo, se declara parcialmente con lugar el recurso en este extremo. Sin embargo no debe confundirse, como lo hace el objetante, el reconocimiento mediante el reajuste de precios o reclamo administrativo de las variaciones de costos debidamente demostradas, con las diferencias de tipo de cambio que pudieran surgir durante la ejecución contractual, siendo que estas últimas constituyen un riesgo comercial que asume el contratista cuando decide ofertar en una moneda distinta al colón. Sobre el particular, al ser libre el oferente de cotizar en la moneda de su elección, dicha situación no atenta contra el principio de intangibilidad patrimonial, habida cuenta que al cotizarse en moneda distinta al colón, el oferente asume el riesgo acerca del valor que pueda tener la moneda empleada al momento de pago, para lo cual debe tomar las medidas y previsiones necesarias y razonables al momento de  formular su oferta económica. 7) Del plazo de entrega de los equipos. (Punto 5.1  Apartado E – Criterios De evaluación para los dos ítemes). Este tema ya fue desarrollado en el punto 5 de este apartado, mismo al cual se remite -------------------------------------------------------------------------------
2) Recurso de objeción presentado por S Suplidora de Maquinas y Reparaciones S.A. 1) Impugnaciones contra el ítem 1 (contadoras de billetes). El objetante presenta dos cuestionamientos: El primero en relación con el punto 1.1.2 el cual señala que “la bandeja alimentadora de billetes debe tener una capacidad mínima de 400 billetes”. Al respecto señala el recurrente que no se indica si la capacidad requerida se trata de 400 billetes nuevos, en buen estado, regular o mal estado, ya que dependiendo de la condición del billete, su volumen aumenta. El segundo, se refiere al punto 1.1.4, el cual establece que “debe permitir ajustar el paro de conteo, en grupos que oscilen entre 1 y 999 billetes”, exponiendo el objetante que este requisito debe ser eliminado al contradecir lo indicado en el punto 1.1.2 y 1.1.3. La Administración en el mismo orden, responde diciendo: i) Sobre punto 1.1.2 indica: “El recurrente manifiesta que el cartel no indica si la capacidad mínima de billetes solicitados (400), debe ser billetes en buen estado, regular estado o mal estado. Al respecto se indica que la medida se refiere a billetes en buen estado y así será aclarado en el cartel”. ii) Sobre punto 1.1.4 señala: El punto 1.1.2 indica que la bandeja alimentadora de billetes debe tener capacidad mínima de 400 billetes y el 1.1.3. que la bandeja recogedora de billetes debe tener capacidad mínima de 200 billetes. Los requerimientos citados son independientes, por un lado están los relacionados con las bandejas (alimentadora, recogedora) y por el otro lado el tema del paro de conteo, por lo que no hay contradicción alguna entre los requerimientos, sino que se trata de una especificación comúnmente vista en la literatura de las contadoras de billetes. En consecuencia, se estima que no hay justificación alguna para eliminar el punto, por lo que se solicita rechazar lo objetado. Criterio para resolver: En relación con el primer punto, conocido que la misma Administración reconoce que el requisito que alberga el punto 1.1.2 debe ser aclarado en el sentido que se trata de billetes en buen estado, se declara con lugar el recurso en este extremo al ser la característica omitida necesaria a efectos de que el oferente determine la máquina a ofrecer. Respecto al segundo punto, siendo que la Administración expone que no hay relación entre un requerimiento y otro (1.1.4 en relación con el 1.1.2 y el 1.1.3), y al no aportarse prueba en contrario por parte del objetante, se declara sin lugar el recurso en este extremo. En conclusión, se declara parcialmente con lugar el punto 1 de este recurso. 2) Impugnaciones contra el ítem 2 (contadoras de monedas). El objetante presenta dos cuestionamientos:  El primero en relación con el punto 1.1.1 que dice “velocidad de conteo mínima de 3000 monedas por minuto (US Dime)”, señalando que para este punto es importante tomar en cuenta que la velocidad de conteo debe de ser con una moneda de circulación nacional, como puede ser la moneda de 5, 10 ó 25 colones doradas, las cuales son las de de menor y mayor tamaño que más se manejan, a su criterio “se tendría un resultado de alto rendimiento que se obtendría en proceso continuo de un turno de trabajo”. Exponen que el US dime, no es una moneda de circulación nacional y estos equipos pueden ser ajustados para los requerimientos de las entidades bancarias que los solicitan. La segunda impugnación, se refiere al punto 1.2.2 el cual establece que “debe contar con tolva con capacidad mínima de 10.000 monedas (US Dime)”, señalando el objetante que de usar la capacidad de 10.000 con el US Dime se trataría de un equipo liviano por la dimensión de esta moneda, la cual no se asemeja a la de menor valor y de circulación nacional, por lo que solicitan se considere que la capacidad de dicha tolva sea de 10.000 monedas de denominación de 10, 25 o 50 colones. La Administración en el mismo orden de aspectos cuestionados señala: i) Si bien es correcto que el US dime no es una moneda de circulación nacional, se establece este requerimiento debido a que los fabricantes lo han puesto como un estándar para medir la velocidad de conteo. Tal y como menciona el recurrente los equipos pueden y serán ajustados para los requerimientos de las entidades bancarias, por lo que el cartel se debe mantener tal como está redactado. ii) El requerimiento citado lo ha utilizado el Banco en una alta cantidad de procesos, los cuales le han permitido obtener equipos que finalmente han satisfecho las necesidades operacionales de la Institución.  Consecuentemente, se estima improcedente la objeción planteada en cuanto a este punto. Criterio para resolver: Respecto a la velocidad de conteo mínima de 3000 monedas por minuto (US Dime), la Administración reconoce que la especificación establecida (US DIME) responde a un estándar establecido por los mismos fabricantes, sin que se aporte prueba en contrario por parte del objetante, ni demuestre que el pliego cartelario violenta algún principio de contratación administrativa o disposición expresa del ordenamiento, esencialmente desde la óptica de una posible improcedencia técnica del requerimiento cartelario. En este sentido se trata de un requisito objetivo, exigible a todas las ofertas, sin perjuicio que el mismo cartel establece en su punto 1.13. que las contadoras de monedas deben tener la “capacidad de contar todo tipo de moneda que circule en nuestro país”. Por lo anterior se declara sin lugar el recurso en este extremo. En relación con el segundo punto, capacidad de tolva mínima de 10.000 monedas (US Dime), la Administración reconoce que se trata de requisito demandado en otros procesos, habiendo satisfecho sus necesidades. De esta forma, al no haber aportado la recurrente prueba que respalde su objeción, siendo omiso el señalamiento de la posible violación a algún principio de contratación administrativa o de la improcedencia técnica del requerimiento cartelario,  se declara sin lugar el recurso en este extremo por falta de fundamentación. Conclusión: Se declara sin lugar el punto 2 del recurso presentado por S Suplidora de Maquinas y Reparaciones S.A. ------------------------------------
3) Consideración de oficio: En torno a la modalidad de compra  empleada para este procedimiento: entrega según demanda, se reiteran algunas de las observaciones hechas a lo largo de esta resolución, entre las cuales destacamos que a la hora de acudirse a la misma, se debe estar ante la adquisición de un suministro cuyo consumo sea alto y frecuente, aspecto que queda bajo la responsabilidad de cada administración, conforme a su realidad, entorno, competencias y necesidades, lo cual deberá quedar acreditado como motivo de la decisión tomada por la administración. Lo anterior, en concordancia con lo dispuesto en el artículo 8 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el cual indica que la decisión administrativa que da inicio al procedimiento de contratación, se adopta una vez que se haya acreditado, entre otros, “la justificación de la procedencia de la contratación, con indicación expresa de la necesidad a satisfacer”. En este sentido, la respectiva administración debe ser conciente acerca de su necesidad y de si esta figura es la idónea para satisfacerla, considerando entre otros aspectos los costos en los que incurrirán los potenciales proveedores, mismos que serán trasladados al precio unitario que se ofrezca. Nótese que varios aspectos impugnados han sido declarados con lugar, siendo esa Administración responsable de realizar las modificaciones pertinentes al cartel, de forma tal que él mismo describa el objeto requerido para alcanzar de la mejor manera la satisfacción del interés público. --------------------------------------------------------------------------------------------------------------
POR TANTO

De conformidad con lo expuesto y con fundamento en las disposiciones de los artículos 182, 183 y 184 de la Constitución Política, 81 de la Ley de Contratación Administrativa; 170 y siguientes del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, SE RESUELVE: 1) Declarar parcialmente con lugar el recurso de objeción interpuesto por i) Compañías de Maquinas de Costa Rica, Ramiz Supplies y Sumar  y 2) Declarar parcialmente con lugar el recurso de objeción interpuesto por ii) S Suplidora de Maquinas y Reparaciones S.A., en contra del cartel de  la Licitación Pública Nacional No. 2009LN-000011-01, promovida por el BNCR cuyo objeto es la “compra de contadoras de billetes y monedas con entrega por demanda para un periodo de cuatro  (04) años”.
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